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Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al veintisiete de abril de dos mil dieciséis, emite la siguiente:
SENTENCIA
Mediante la cual se resuelve el recurso de inconformidad 1549/2015, interpuesto por ********** y otros, en contra de la resolución de once de noviembre de dos mil quince, por la que el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito declaró cumplida la ejecutoria dictada en el juicio de amparo directo **********, de su índice.
La problemática jurídica a resolver por este Alto Tribunal consiste en establecer si la citada determinación que tuvo por cumplido el citado fallo constitucional, es o no correcta.
I. ANTECEDENTES
1. De acuerdo a los datos que se desprenden del juicio de amparo directo en mención, el juez Segundo de Primera Instancia del Distrito Judicial de **********, Estado de **********, declaró a **********, **********, **********, ********** y **********, de apellidos **********, penalmente responsables de la comisión del delito de fraude procesal, cometido en agravio de la administración de justicia, previsto y sancionado por el artículo 323 del Código Penal vigente en esa entidad federativa, imponiéndoles, entre otras penas, un año de prisión
.
2. En desacuerdo con ello, los imputados de mérito interpusieron recurso ordinario de apelación, del que tocó conocer a la Primera Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de ********** –quedó registrado bajo el número de toca penal **********–.
3. Mediante resolución de ocho de abril de dos mil quince, la aludida ad quem modificó el fallo apelado, única y exclusivamente para absolver a los sentenciados de la reparación de daños y perjuicios.
4. Trámite del juicio de amparo directo. Inconforme con esta última determinación, por escrito presentado el cinco de mayo de dos mil quince, los justiciables de referencia promovieron juicio de amparo uni-instancial, del que conoció el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito –quedó registrado con el número D.P. **********–.
5. En sesión de dos de octubre de dos mil quince, el indicado órgano de control constitucional les concedió la protección de la Justicia de la Unión solicitada, a fin de que la autoridad responsable:
[...] deje insubsistente la sentencia reclamada y, en su lugar, con libertad de jurisdicción pronuncie otra; sin embargo, si nuevamente considera acreditado el delito de fraude procesal imputado a los quejoso deberá, en primer término, considerar que el artículo 323 del Código Penal local describe un tipo penal alternativo, basado en tres hipótesis legales excluyentes entre sí, a saber: 

1. Que se simule un acto jurídico, acto o escrito judiciales;

2. Que se alteren elementos de prueba y se presenten en juicio; o, 

3. Que realice cualquier otro acto tendiente a inducir a error a la autoridad judicial o administrativa con el fin de obtener sentencia o resolución contraria a la ley.

Hipótesis que deben tener como propósito perjudicar a alguien u obtener un beneficio indebido para sí o para otro.

Con base en ello y atendiendo a la conducta imputada a los quejosos, deberá determinar que en la especie no se actualizan las hipótesis señaladas en los puntos 1 y 2, y por tanto, procederá a expresar las razones y motivos por los cuales en el caso a estudio se actualiza el último supuesto, esto es, que los activos realizaron cualquier otro acto –que no sea simulando actos jurídicos, actos o escritos judiciales, ni alterando elementos de prueba– tendiente a inducir a error a la autoridad judicial con el fin de obtener sentencia o resolución contraria a la ley. Sin que, en su caso, las penas decretadas puedan ser superiores a las estimadas en el acto reclamado.

6. Cumplimiento del fallo protector. Por oficio 3176
, la Sala responsable remitió al Tribunal Colegiado del conocimiento tres copias certificadas de la resolución de nueve de octubre de dos mil quince, dictada en acatamiento de la sentencia de amparo.
7. Con lo anterior se dio vista a las partes, otorgándoseles el plazo de diez días para que manifestaran lo que a su derecho conviniera.
8. Mediante resolución de once de noviembre de dos mil quince, el Tribunal Colegiado de origen tuvo por cumplida la indicada sentencia constitucional.
II. TRÁMITE DEL RECURSO DE INCONFORMIDAD
9. En contra de la anterior determinación, por escrito presentado el uno de diciembre de dos mil quince, los quejosos interpusieron el presente recurso de inconformidad, mismo que fue remitido a este Alto Tribunal por el Presidente del órgano jurisdiccional de referencia.
10. El once de ese mes y año, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación lo admitió a trámite, ordenó su registro con el número 1549/2015 y turnó los autos al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena para que formulara el proyecto de resolución respectivo.
11. Por auto de veintiséis de febrero de dos mil dieciséis, el Presidente de esta Primera Sala decretó el avocamiento del asunto y su envío a su Ponencia.
III. COMPETENCIA
12. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 201, fracción I, y 203 de la actual Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos Primero, Tercero y Octavo, fracción I, del Acuerdo General Plenario 5/2013, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente medio de impugnación, ya que se interpuso en contra de una resolución que declaró cumplida una sentencia dictada en un juicio de amparo directo.
IV. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDAD 
13. El recurso que nos ocupa es procedente, pues se hace valer contra la resolución que declaró cumplida una sentencia de amparo, aunado a que se interpuso en tiempo, en virtud de que a la parte recurrente se le notificó por lista la decisión recurrida el miércoles dieciocho de noviembre de dos mil quince
, surtiendo sus efectos el día hábil siguiente, es decir, el jueves diecinueve de ese mes, por lo que el plazo de quince días para hacerlo valer transcurrió del lunes veintitrés de noviembre al viernes once de diciembre de esa misma anualidad, debiéndose descontar los días veintiocho y veintinueve de noviembre, así como cinco y seis de diciembre, por haber sido inhábiles –de acuerdo con los ordinales 19 de la ley de la materia y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación–, y como aquél se presentó el uno de diciembre de dos mil quince, no cabe duda que fue oportuno.
V.  LEGITIMACIÓN
14. El recurso de inconformidad se interpuso por los quejosos, quienes están legitimados para ello, en términos del artículo 5 de la Ley de Amparo aplicable.
VI. ELEMENTOS NECESARIOS PARA RESOLVER
15. La resolución que declaró cumplida la sentencia de amparo, en su parte conducente, señala:
[...] el Pleno de este tribunal estima que la Sala responsable ha dado cumplimiento a la ejecutoria emitida en el presente juicio de amparo, ya que dejó insubsistente la sentencia reclamada y emitió la que ahora se analiza, en la que, con libertad de jurisdicción, determinó que se acreditó el delito de fraude procesal imputado a los quejosos, considerando para ello que el artículo 323 del Código Penal para el Estado de Hidalgo, describe un tipo penal alternativo basado en tres hipótesis legales excluyentes entre sí, a saber: 1. Que se simule un acto jurídico, acto o escrito judiciales; 2. Que se alteren elementos de prueba y se presenten en juicio; o, 3. Que se realice cualquier otro acto tendiente a inducir a error a la autoridad judicial o administrativa con el fin de obtener como propósito perjudicar a alguien u obtener un beneficio indebido para sí o para otro.
Con base en lo anterior y atendiendo a la conducta atribuida a los impetrantes de amparo, determinó que en la especie no se actualizan las hipótesis señaladas en los puntos 1 y 2; y estimó que en el caso se actualiza el último supuesto (que los activos realizaron cualquier otro acto –que no sea simulando actos jurídicos, actos o escritos judiciales, ni alterando elementos de prueba– tendiente a inducir a error a la autoridad judicial con el fin de obtener sentencia o resolución contraria a la ley), expresando las razones y motivos por las cuales arribó a dicha decisión.

[…]

Es así, pues como quedó evidenciado en los párrafos que anteceden la Sala responsable sí tomo en consideración los efectos para los que fue concedida la tutela federal a los quejosos; precisándose que por cuanto a la tercera hipótesis del aludido artículo 323, dicha autoridad contaba con libertad de jurisdicción para resolver lo que estimara conducente, expresando las razones y motivos en que apoyara su decisión –lo cual realizó–, mismos que no pueden ser materia de análisis en el presente acuerdo al no haber formado parte de los efectos de la ejecutoria de amparo.
[...]
16. Agravios. En su escrito de inconformidad, la parte recurrente expresó, en síntesis, los siguientes motivos de disenso:

i) Se incurrió en repetición del acto reclamado, toda vez que no se atendieron los lineamientos dados por el Tribunal Colegiado de Circuito que conoció del asunto, sino que simplemente se efectuó la transcripción exacta de la sentencia combatida, modificándose únicamente su fecha.

ii) No se ha dado cumplimiento a la concesión del amparo otorgado, ya que en la sentencia no se indicó con qué elementos se acreditaba la tercera hipótesis del artículo 323 de la legislación sustantiva penal, así como tampoco se señaló de qué manera los peticionarios de amparo obtuvieron una sentencia contraria a la ley, la cual implicara un beneficio a su favor o para un tercero.

VII. ESTUDIO
17. La cuestión a dilucidar es determinar si la resolución que declaró cumplida la ejecutoria pronunciada por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito en el juicio de amparo directo **********, es o no correcta.
18. Al respecto, la parte inconforme aduce que la Sala responsable, al cumplimentar el mencionado fallo protector, reiteró el acto originalmente combatido, al cual únicamente dice se le cambió la fecha, lo que desde su perspectiva constituía una “repetición” del mismo, al haberse basado en idénticas consideraciones, amén de que en la nueva determinación no se indicó con qué elementos se acreditaba la tercera hipótesis típica contemplada en el artículo 323 de la legislación sustantiva penal aplicable, ni se señaló de qué manera los peticionarios del amparo habían obtenido una sentencia contraria a la ley que implicara un beneficio a su favor o para un tercero.
19. Lo anterior es infundado, pero de manera previa a exponer las razones en que se sustenta esta conclusión, esta Primera Sala considera pertinente recordar que al resolver los recursos de inconformidad 6/2013
, 272/2013
, 357/2013
, 339/2013
 y 178/2013
, determinó que atento a lo dispuesto por el numeral 213 de la actual Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tratándose del cumplimiento y ejecución de las sentencias de amparo, los órganos de control constitucional competentes se encuentran obligados a suplir la deficiencia de la vía, así como la de los argumentos hechos valer, a efecto de desentrañar la verdadera intención de los recurrentes, de tal modo que cuando conozcan del recurso de inconformidad o de los incidentes contemplados en el Título Tercero de dicha legislación, deben interpretar el sentido de las promociones presentadas, considerándolas en su integridad, más allá de que en las mismas se pudieran contener datos imprecisos o contrarios a la real voluntad de los promoventes.

20. Criterio que quedó plasmado en la jurisprudencia 1a./J. 119/2013 (10a.), que es del tenor literal siguiente:
RECURSO DE INCONFORMIDAD. EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DE AMPARO QUE CONOZCA DEL MISMO, DEBE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA VÍA Y DE LOS ARGUMENTOS HECHOS VALER POR EL PROMOVENTE.- Del artículo 213 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, deriva que en el recurso de inconformidad, el órgano jurisdiccional de amparo debe suplir la deficiencia de la vía y de los argumentos hechos valer por el promovente, con el fin de desentrañar la verdadera intención de los recurrentes. Lo anterior es así, toda vez que los juzgadores deben interpretar el sentido de las promociones presentadas por los justiciables para determinar con precisión su voluntad, para lo cual deben considerar el escrito presentado en su integridad, tomando en cuenta la norma que, en su caso, funde su promoción, lo aducido en su escrito respecto de la vía que intentan, así como lo esgrimido en los puntos petitorios
.

21. Lo anterior, debido a que sólo de esa manera es factible verificar la legalidad de la resolución que declaró cumplida una sentencia protectora, cuya observancia es de orden público
.

22. De ahí que al resolverse un recurso de inconformidad, proceda tanto la suplencia de la vía como la de la queja, esto último, aun ante la inoperancia total de los agravios expresados, pues en términos del numeral 214 de la Ley de Amparo en vigor, es inviable archivar algún juicio de amparo sin que se haya cumplido a cabalidad la sentencia que concedió la protección constitucional.

23. Al respecto, cobra aplicación la jurisprudencia 1a./J. 42/2014 (10a.), de esta Primera Sala, que establece:

RECURSO DE INCONFORMIDAD. CUANDO LOS AGRAVIOS FORMULADOS POR EL PROMOVENTE DE DICHO RECURSO RESULTEN INOPERANTES EN SU TOTALIDAD, PROCEDE EL ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DEL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO.- El artículo 214 de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, establece que no podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que se haya cumplido la sentencia que concedió la protección constitucional o no exista materia para la ejecución, y así se haya determinado por el órgano jurisdiccional de amparo en resolución fundada y motivada. Por lo anterior, si los agravios expresados por el promovente del recurso de inconformidad resultan inoperantes en su totalidad, es preciso realizar un estudio oficioso respecto del cumplimiento de la sentencia de amparo, a fin de dar cumplimiento al precepto invocado; dicho estudio deberá atender de forma circunscrita a la materia determinada por la acción constitucional y al límite señalado por la ejecutoria donde se otorgó la protección de la justicia federal
.

24. Puntualizados esos aspectos, encaminados a destacar la forma en que se debe abordar esta clase de asuntos, resulta evidente que la intención de los inconformes es cuestionar el cumplimiento dado al fallo constitucional emitido, bajo la idea de que la decisión adoptada por la Sala responsable adolece de una adecuada fundamentación y motivación, al no precisarse en ésta por qué se tuvo por acreditada su responsabilidad penal en la comisión del delito previsto y sancionado en el artículo 323 del Código Penal para el Estado de Hidalgo, en su tercera hipótesis típica, es decir, cuando se realice cualquier otro acto tendente a inducir a error a la autoridad judicial con el fin de obtener una sentencia contraria a la ley, mas no por haber simplemente cambiado la fecha de la sentencia.
25. Sobre el particular, cabe precisar que la concesión de la protección constitucional permitía a la autoridad en mención resolver lo conducente con libertad de jurisdicción, en el entendido que de estimar nuevamente acreditado el delito de fraude procesal imputado a los quejosos, debería considerar que el invocado precepto legal describía un tipo penal alternativo, basado en tres hipótesis legales excluyentes entre sí, destacándose que en la especie no se actualizaban las relativas a simular un acto jurídico o escrito judicial, o bien, alterar elementos de pruebas y presentarlos en juicio.

26. En ese contexto, no le quedó vedado al tribunal de apelación tener por actualizada la tercera hipótesis típica –ya aludida–, de la que expuso las circunstancias concretas que le permitieron arribar a dicha conclusión. 

27. Por tanto, en forma adversa a lo sostenido por los recurrentes, no se advierte que la resolución que tuvo por cumplido el fallo protector sea contraria a derecho, toda vez que la Sala responsable, ajustándose a la ejecutoria de mérito, dejó insubsistente la sentencia reclamada y con plenitud de jurisdicción resolvió lo conducente, sin agravar la situación jurídica de los peticionarios del amparo.

28. En efecto, dicha autoridad indicó que el artículo 323 del Código Penal para el Estado de Hidalgo contemplaba un tipo penal alternativo, cuyas hipótesis, excluyentes entre sí, eran: 

a) Que se simule un acto jurídico, acto o escrito judiciales;

b) Que se alteren elementos de prueba y se presenten en juicio; o, 
c) Que se realice cualquier otro acto tendiente a inducir a error a la autoridad judicial o administrativa con el fin de obtener como propósito perjudicar a alguien u obtener un beneficio indebido para sí o para otro.
29. Tomando en cuenta ello, después de analizar los medios de prueba allegados, con plenitud de jurisdicción consideró plenamente probada la tercera de esas hipótesis, toda vez que los sentenciados de mérito, dentro del expediente promovido por ellos mismos –procedimiento de interdicción de **********, radicado en el Juzgado Tercero Civil y Familiar de Tula de Allende, Estado de Hidalgo–, desplegaron una acción humana voluntaria, consistente en haber ofrecido un dictamen pericial, a sabiendas de que el experto que lo suscribió no examinó clínicamente al supuesto incapaz, logrando de ese modo que uno de ellos fuera designado tutor provisional de aquél.
30. Lo que denota que no hubo una mera reiteración de consideraciones, al contrario, la primera sentencia se basó en la acreditación de la segunda hipótesis típica de referencia, es decir, la alteración de elementos de prueba y presentarlos al juicio –misma que el tribunal constitucional determinó que no se actualizaba–.
31. Consecuentemente, no se advierte exceso o defecto alguno en el cumplimiento, por lo que la resolución ahora impugnada se apegó a derecho.

32. A fin de clarificar lo anterior, en el siguiente cuadro se insertan los efectos del fallo protector y lo que efectuó la autoridad responsable.

	EFECTOS DE LA EJECUTORIA  DE AMPARO
	SENTENCIA DICATADA EN CUMPLIMIENTO

	[...] 

… deje insubsistente la sentencia reclamada. 

	[…]

… esta Primera Sala Penal DEJA INSUBSISTENTE la resolución pronunciada en el presente Toca Penal con fecha ocho de abril de dos mil quince, y procede a emitir otra […].

(Hoja 148 vuelta del Juicio de amparo 510/2015).

	Con libertad de jurisdicción, pronuncie otra; sin embargo, si nuevamente considera acreditado el delito de fraude procesal imputado a los quejosos deberá, en primer término considerar que el artículo 323 del Código Penal local describe un tipo penal alternativo, basado en tres hipótesis legales excluyentes entre sí, a saber: 

1. Que se simule un acto jurídico, acto o escrito judiciales;

2. Que se alteren elementos de prueba y se presenten en juicio; o,

3. Que se realice cualquier otro acto tendiente a inducir a error a la autoridad judicial o administrativa con el fin de obtener sentencia o resolución contraria a la ley.

Hipótesis que deben de tener como propósito perjudicar a alguien u obtener un beneficio indebido para sí o para otro.

Con base en ello y atendiendo a la conducta imputada a los quejoso, deberá determinar que en la especie no se actualizan las hipótesis señaladas en los puntos 1 y 2, y por tanto, procederá a expresar las razones y motivos por los cuales en el caso a estudio se actualiza el último supuesto, esto es, que los activos realizaron cualquier otro acto –que no sea simulando actos jurídicos, actos o escritos judiciales, ni alterando elementos de prueba– tendiente a inducir al error a la autoridad judicial con el fin de obtener sentencia o resolución contraria a la ley. Sin que, en su caso, las penas decretadas puedan ser superiores a las estimadas en el acto reclamado.

	De tal manera y partiendo de todo lo anterior, debe decirse que se acreditaron plenamente, todos y cada uno de los elementos de la descripción legal toda vez que los sentenciados […] dentro del expediente ********** promovido por ellos mismos en el Jugado Tercero Civil y Familiar de Tula de Allende Hidalgo, desplegaron acción humana voluntaria consistente en haber realizado cualquier acto (distinto a simular actos jurídicos, actos o escritos judiciales, o bien a alterar elementos de prueba y presentarlos en juicio), tendiente a inducir a error a la autoridad judicial y consistente en haber ingresado dentro del citado procedimiento civil (en el cual se dirimió el procedimiento de interdicción solicitado a favor de ***********), un dictamen elaborado por el psicólogo **********, NO OBSTANTE QUE DICHO EXPERTO NO EXAMINÓ CLÍNICAMENTE AL SUPUESTO INCAPAZ y no obstante los activos conociendo esta circunstancia presentaron dicha experticia en el juicio de estado de interdicción por ellos mismo promovido, con lo que lograron que uno de ellos (**********) fuera designado tutor provisional de ********** ante su supuesta incapacidad, lo que constituye la obtención de una resolución –provisional– contraria a la ley, ello con el propósito de obtener un beneficio indebido para ellos pues  al tener ellos la tutoría de su padre obtuvieron la representación de sus bienes, que era lo que finalmente perseguían al referir que dada la incapacidad de decisión de su padre algún tercero podía adquirir sus bienes y disponer de estos. 

[…]

la actividad desplegada por los activos constituye una acción distinta a simular actos o escritos judiciales o alterar elementos de prueba, toda vez que presentaron en juicio el dictamen emitido no obstante que dicho experto no examinó clínicamente a su padre y con ello indujeron a error al Juez Tercero de lo Civil […]  por lo tanto resulta evidente que si dichos activos no hubieran realizado la acción atribuida al presentar ante el Juez un dictamen no practicado, ni siquiera se hubiera dado trámite a su petición y mucho menos una de ellos (**********) hubiera sido designada tutor ni siquiera en forma provisional o cautelar. 
[…]

el conseguir aunque fuera de manera provisional un nombramiento de tutor ello significó haber obtenido indirectamente un beneficio indebido para todos los activos aun y cuando no se hubiera traducido ello en un lucro económico, dado que sí tuvieron el propósito de obtener un beneficio indebido […]
[…] de ahí que se CONFIRMA la pena de prisión de 01 UN AÑO, así como la pena multa de 30 TREINTA DÍAS DE SALARIO MÍNIMO, que les fueron impuestas.
(Hojas de la 190 a la 211  del juicio de amparo directo 510/2015). 


33. Como se aprecia, la autoridad responsable acató de manera total y exacta el fallo protector. 
34. Por tanto, el presente recurso de inconformidad es infundado, ya que a partir de las consideraciones plasmadas en los párrafos anteriores, se colige que no se incurrió en exceso o defecto alguno, atendiéndose lo previsto en los numerales 192, párrafo primero, y 196 de la Ley de Amparo en vigor
.

35. Sin que pueda ser materia de este medio de impugnación la legalidad de lo resuelto en cuanto a la acreditación de la hipótesis típica en comento, y menos aun si esa decisión está adecuadamente fundada y motivada, pues se trata de una decisión tomada con libertad de jurisdicción.
36. Al tema es aplicable la jurisprudencia 1a./J. 76/2014 (10a.), de esta Primera Sala, de rubro y texto:

RECURSO DE INCONFORMIDAD. ALCANCES Y LÍMITES EN SU ESTUDIO.- El artículo 107, fracción XVI, párrafo último, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que no podrá archivarse juicio de amparo alguno sin que la sentencia relativa quede enteramente cumplida; por ello, el análisis que se emprenda en el recurso de inconformidad para determinar si fue correcta o no la determinación que la tuvo por cumplida, no debe limitarse a los argumentos planteados por el recurrente, pues la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuenta con facultades amplias para analizar oficiosamente si la ejecutoria de amparo fue o no acatada. Ahora, si bien es cierto que en la legislación de amparo abrogada, para dicho análisis bastaba con realizar un estudio comparativo general o básico entre lo ordenado en la ejecutoria y lo ejecutado por la autoridad responsable, también lo es que ello obedecía a que en esa legislación se contemplaba al recurso de queja como un medio para combatir el exceso o defecto en el cumplimiento; de ahí que para tener por cumplida la sentencia protectora, era suficiente con que la autoridad acreditara haber realizado lo ordenado, sin que al respecto debiera analizarse si había incurrido en exceso o defecto pues, de ser así, las partes podían interponer el recurso de queja; no obstante, éste ya no se contempla para ese fin en la Ley de Amparo vigente, en tanto que ahora el exceso o defecto puede combatirse a través del recurso de inconformidad. En efecto, aunque el artículo 201, fracción I, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, sólo señala que el recurso de inconformidad procede contra la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria de amparo, sin especificar que en él puedan combatirse los excesos o defectos en que incurra la responsable en el cumplimiento, de una interpretación armónica de ese numeral con los artículos 192, párrafo primero, 196 y 197 de la propia ley, se concluye que en este medio de impugnación pueden combatirse esos vicios, pues para que una ejecutoria pueda declararse cumplida es preciso que la responsable acate puntualmente lo ordenado sin incurrir en exceso o defecto. Atento a ello, si la materia del recurso de inconformidad, vista en relación con la anterior Ley de Amparo, ha sido ampliada, entonces para resolver este recurso ya no basta con realizar un examen comparativo general o básico entre las conductas señaladas por el órgano jurisdiccional como efecto de la concesión del amparo y las adoptadas por la autoridad responsable, pues ahora, en adición a ese examen, también debe verificarse que en el cumplimiento de la ejecutoria no haya habido exceso o defecto, para lo cual deberá tenerse presente que hay exceso, cuando la responsable se extralimita en el cumplimiento por ir más allá de lo ordenado en la ejecutoria y que, por el contrario, habrá defecto, cuando la autoridad cumple parcialmente con lo ordenado, o lo hace deficientemente; sin embargo, al hacer ese análisis, debe tenerse presente el límite señalado en la ejecutoria donde se otorgó la protección de la Justicia Federal, así como la libertad de jurisdicción que, en su caso, se haya otorgado a la responsable, pues a pesar de la ampliación en su materia, no es factible que a través de este medio se analice la legalidad de la resolución emitida por la autoridad responsable, ni mucho menos introducir aspectos novedosos que no fueron analizados por el juzgador de amparo
.
VIII. DECISIÓN
37. En consecuencia, es correcta la resolución de once de noviembre de dos mil quince, por la que el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito declaró cumplida la ejecutoria dictada en el juicio de amparo directo **********.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Es infundado el recurso de inconformidad a que este toca se refiere.

SEGUNDO. Se confirma la resolución de once de noviembre de dos mil quince, dictada por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, en el juicio de amparo directo número **********.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos al órgano de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de la Ministra y los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena (Ponente). 

Firman el Ministro Presidente de la Sala y Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA Y PONENTE

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA

LIC. JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN
En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos. 
� Información obtenida del juicio de amparo directo ********** del índice del Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, hojas 42 a 43 vuelta. 


� Ibídem, hoja 77. 


� Ibídem, hojas 230 y 230 vuelta. 


� Fallado en sesión de 3 de julio de 2013, por unanimidad de cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez.


� Sesión de 18 de septiembre de 2013. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López.


� Resuelto el 18 de septiembre de 2013, por unanimidad de cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar.


� Sesionado el 18 de septiembre de 2013. Unanimidad de cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar.


� Fallada en sesión de 25 de septiembre de 2013, por unanimidad de cuatro votos. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López.


� Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Épica, libro 2, enero de 2014, tomo II, página 759.


� Lo que esta Primera Sala estableció en la jurisprudencia 1a./J. 59/2008, de rubro y texto: “INCONFORMIDAD. EN SU ESTUDIO LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN NO DEBE LIMITARSE A ANALIZAR LOS PLANTEAMIENTOS DE LA INCONFORME, SINO QUE DEBE SUPLIR LA QUEJA DEFICIENTE PARA DETERMINAR SI SE CUMPLIÓ O NO CON LA SENTENCIA.-Acorde con el artículo 108, párrafo primero, de la Ley de Amparo, tratándose del acatamiento de una ejecutoria que concedió el amparo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe resolver allegándose de los elementos que estime convenientes, lo cual implica que el pronunciamiento que emita sobre el particular no debe limitarse a los argumentos esgrimidos por la inconforme sino que, al ser el cumplimiento de las sentencias una cuestión de orden público, debe suplir la queja deficiente y analizar si se cumplió o no con la sentencia, incluso cuando la recurrente haya omitido expresar argumentos al respecto”. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXVIII, julio de 2008, página 299.


� Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 6, mayo de 2014, tomo I, página 476.


� “Artículo 192. Las ejecutorias de amparo deben ser puntualmente cumplidas. Al efecto, cuando cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en revisión, el juez de distrito o el tribunal colegiado de circuito, si se trata de amparo indirecto, o el tribunal colegiado de circuito, tratándose de amparo directo, la notificarán sin demora a las partes”.


“Artículo 196. (…) La ejecutoria se entiende cumplida cuando lo sea en su totalidad, sin excesos ni defectos”. 


� Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 12, noviembre de 2014, tomo I, página 605.
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